
JURISPRUDENCIA
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA

351.95 (46) (094.9)

A) EN GENERAL

I. Organización

1.149. Mientras que las disposi-
ciones generales son nor-
mas dirigidas a todos los
ciudadanos, y que a todos
vinculan, las resoluciones
o actos «strictu sensu-» se
refieren a una concreta ac-
tividad administrativa con
finalidad particularizada,
aunque alcance a diferen-
tes personas individuales o
colectivas

«... distinción que tiene gran im-
portancia a los efectos de su im-
pugnación contencioso-administra-
tiva...; otra importante diferen-
ciación entre disposiciones y actos

individuales es que en las prime-
ras, por ser normas de carácter
general, ha de observarse el requi-
sito de la publicación oficial, mien-
tras que las resoluciones destina-
das a un número determinado de
interesados sólo precisan de la
notificación expresa...»

(STS 28.10.1971. Sala 3.a)

1.150. El Instituto Español de
Emigración no es una Di-
rección General de cuyos
actos cabe recurrir en al-
zada ante el ministro

«... sino una Corporación de De-
recho público de carácter autóno-
mo con personalidad jurídica bien
definida como tal en el artícu-
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lo 1.° de su ley constitutiva de 17
de julio de 1956...»

(STS 25.10.1971. Sala 4.a)

de las Magistraturas de Trabajo
competentes...»

(STS 13.10.1971. Sala 4.a)

II. Procedimiento

1.151. La congruencia no necesi-
ta reproducir con estricta
literalidad la propia peti-
ción de la demanda cuan-
do en la sentencia se ha
recogido la razón funda-
mental que la motiva

«... por lo que no se incide en
incongruencia si en el fallo que se
impugna se resuelve conforme a
lo que en realidad se pretendía
por los litigantes, aunque no se
expresase en forma del todo co-
rrecta y exacta, siempre que, en
efecto, conduzca a la verdadera
finalidad perseguida con el liti-
gio...»

(STS 30.10.1971. Sala 4.a)

1.152. Esta jurisdicción conten-
cioso - administrativa está
imposibilitada de hacer in-
terpretación jurídica y doc-
trinal de los convenios co-
lectivos, ya que lo único
que está al alcance de la
Sala es resolver si el acto
interpretativo se halla o
no dictado de conformidad
a su especial normativa,
que en este caso es la del
derecho administrativo
aplicable a dicho acto

«...pues la verdadera interpre-
tación judicial de todo contenido
entre partes de la rama laboral
de trabajo tan sólo puede efec-
tuarse por la jurisdicción al mis-
mo afectante y por el intermedio

1.153. El recurso administrativo
ordinario de reposición,
exigido como requisito pre-
vio del contencioso - admi-
nistrativo, no debe ser tra-
mitado a espaldas de los
demás interesados en la
resolución del asunto a que
se contraigan, con infrac-
ción de lo prevenido en el
artículo 117,3 y en relación
con lo preceptuado en los
23, 26 y 91, todos ellos de
la ley de Procedimiento
Administrativo

«...según lo reiteradamente de-
clarado por esta Sala en numero-
sas sentencias, entre las que son
de citar las de 28 de septiembre
y 2 de octubre de 1968, 28 de fe-
brero, 20 y 28 de marzo de 1969
y 31 de marzo de 1970...»

(STS 16.10.1971. Sala 5.a)

1.154. Los cuestiones de nulidad
son de preferente enjuicia-
miento por las Salas, in-
cluso antes de las cuestio-
nes de inadmisibilidad y,
desde luego, privan sobre
el fondo del asunto

... según «la reiterada doctrina
que el Tribunal Supremo ha man-
tenido en casos semejantes»... asi
... «sentencias de 17 de enero de
1969, 24 de octubre de 1968, 15 de
marzo de 1966, 5 y 14 de diciem-
bre de 1965, 23 de abril de 1963,
etcétera...»

(STS 18.10.1971. Sala 5.a)
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1.155. La anulación en vía admi-
nistrativa o por los tribu-
nales de lo contencioso de
las resoluciones adminis-
trativas no presuponen de-
recho a indemnización

... según «una constante y cono-
cida doctrina sobre este problema
amparada en el párrafo 2.° del ar-
tículo 40 de la ley de Régimen
Jurídico de la Administración del
Estado...»

(STS 19.10.1971. Sala 4.a)

III. Acción administrativa

1.156. Es doctrina de la jurispru-
dencia de esta Sala que los
acuerdos de los Tribunales
Provinciales de Expropia-
ción merecen una singular
preferencia en cuanto a
las decisiones que les es-
tán encomendadas

«... pero también la propia juris-
prudencia ha reiterado la posibi-
lidad de que dichos fallos son sus-
ceptibles de enmienda jurisdiccio-
nalmente y de corrección cuando
incurren en manifiestos errores...»

(STS 20.10.1971. Sala 5.a)

1.157. Reiteradas sentencias de la
Sala incluyen en el ámbito
de la expropiación forzosa
a quien es precarista con
ausencia del titular o due-
ño, reconociéndole no fren-
te a éste, pero sí frente al
expropiante, un interés sus-
ceptible de evaluarse eco-
nómicamente y digno de
tutela jurídica

«... y, en evitación de cualquier
duda que pudiera surgir, el ar-

tículo 1.° del reglamento de la ley
de Expropiación Forzosa... dispone
que la enumeración de los supues-
tos de privación singular de la
propiedad, derecho e interés pa-
trimoniales legítimos, que hace el
artículo 1.° de la ley tiene carácter
enunciatorio y no excluye la po-
sibilidad de otros distintos a los fi-
nes de que se califique como de
expropiación forzosa...»

(STS 21.10.1971. Sala 5.a)

1.158. El otorgamiento de licen-
cia municipal para obras y
construcciones en terrenos
privados no es un acto dis-
crecional, sino reglado, de
la Administración

«...en el que ésta se limita a
controlar si tal modalidad de ejer-
cicio de las facultades dominicales
del particular se ajusta a las dis-
posiciones que lo encauzan y re-
gulan en interés público, en los
aspectos urbanísticos, ornamental
y otros de clara relación con el
bien general...»

(STS 11.11.1971. Sala 4.a)

1.159. La facultad de la Adminis-
tración Pública en cuanto
a fiscalía de viviendas se
refiere es esencialmente
de naturaleza sanitaria y
de higiene de la morada
humana

«... sin posible fricción con las
"competencias" que afecten a los
Tribunales ordinarios para todo lo
que sea contractual o dudoso en-
tre partes interesadas...»

(STS 23.11.1971. Sala 4.a)
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B) EN MATERIA DE PERSONAL

1.160. Cuando el inciso final del
párrafo cuarto del artícu-
lo 11 de la ley 112/1966, de
28 de diciembre, previene
que... «en ningún caso la
pensión a percibir podrá
ser inferior a la que se ha-
bría reconocido por aplica-
ción de la legislación an-
terior», ello no supone la
posibilidad de disfrutar de
las nuevas mejoras eco-
nómicas y conservar si-
multáneamente el porcen-
taje de la legislación dero-
gada

«...según criterio jurispruden-
cial de esta Sala reflejado en la
sentencia de 30 de junio de 1969...»

(STS 25.10.1971. Sala 5.a)

1.161. La modificación del artícu-
lo 92 del estatuto de Clases
Pasivas, llevada a cabo por
la ley 193/1964, de 24 de
diciembre, se limita a mo-
derar la prescripción abso-
luta que en la anterior re-
dacción se producía por el
cumplimiento del plazo de
cinco años

«...conforme a lo declarado, en-
tre otras, en sentencias de 2 de
julio de 1968 y 29 de marzo de
1969; y que, según la doctrina ex-
puesta en sentencias de 26 de mayo
de 1967 y 2 de julio de 1968, aque-
lla reforma no afectó al artícu-
lo 38 del mismo estatuto, que ha-
bía sido objeto de la efectuada an-
teriormente por la ley 129/1962, de
24 de diciembre, de modo que, ha-
biéndose deducido la solicitud pa-

ra el reconocimiento de la pensión
temporal, después de transcurrido
en cualquier caso el período regla-
mentario de abono... "a contar
desde el fallecimiento del causan-
te"..., como terminantemente exi-
gía y exige dicho artículo 38, pro-
cede estimar ajustada a Derecho
la denegación de efectos económi-
cos impugnada...»

(STS 29.10.1971. Sala 5.a)

1.162. Una sentencia importante
en materia de personal.

A) HECHOS

El recurrente, funcionario del
Cuerpo de Guardería Forestal del
Estado, fue excluido de las prue-
bas selectivas de las oposiciones
a ingreso en el Cuerpo Auxiliar
de la Administración Civil del Es-
tado, turno restringido.

El Tribunal Supremo, en senten-
cia de su Sala 5.a de 22 de octu-
bre de 1971, siendo ponente el ex-
celentísimo señor don Francisco
Camprubí y Páder, estima el re-
curso, confirmando así la doctrina
aceptada en la sentencia de 20 de
febrero de 1969.

B) DOCTRINA JURISPRUDENCIAL

Considerando que como ya se
expresa en la mencionada senten-
cia, según el texto de la disposi-
ción transitoria 5.a de la ley ar-
ticulada de Funcionarios Civiles
del Estado, a las convocatorias
para proveer vacantes en el Cuer-
po Auxiliar que se anuncien hasta
el 1 de enero de 1970, de acuerdo
con lo establecido en los artícu-
los 23, número 5 y 30 y siguientes
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de esta ley, podían concurrir quie-
nes sin encontrarse en posesión
del título de Bachiller elemental
reúnan algunas de las circunstan-
cias siguientes: ...b) Estar pres-
tando servicio a la Administración
civil del Estado en la fecha de la
entrada en vigor de la ley 109/
1963, de Bases de Funcionarios Ci-
viles del Estado, y continuar pres-
tándolos en la fecha de convoca-
toria de la oposición; añadiendo
en los números 2.° y 3.° que los as-
pirantes a ingreso en el Cuerpo
Auxiliar, en virtud de lo dispuesto
en el número anterior, habrán de
superar en todo caso una prueba
especial en la que acrediten po-
seer conocimientos similares a la
del Bachillerato elemental, y que
de las vacantes del Cuerpo Auxi-
liar, cuya provisión se convoque
antes de 1 de enero de 1970, se
reservará por el Gobierno un por-
centaje para la oposición restrin-
gida entre aspirantes que reúnan
las condiciones del apartado b)
del párrafo l.° de esta disposición
transitoria.

Que la interpretación de la ex-
presión literal de los expuestos
preceptos es la de que basta con
que se estén prestando servicios
a la Administración Civil del Es-
tado en las condiciones que se
señalan en el apartado b) para
que se conceda el beneficio de
integrarse en el Cuerpo Auxiliar,
previo cumplimiento de las prue-
bas selectivas exigidas por el nú-
mero 2, y como estas condiciones
concurren en el recurrente, ya que
ha acreditado que desde el día 17

de agosto de 1950 viene prestando
ininterrumpidamente has ta hoy
servicios administrativos en la ofi-
cina de Pagaduría del Distrito Fo-
restal de Cáceres, aun con el car-
go en propiedad de guarda fores-
tal, y hallándose prestando, por
tanto, ininterrumpidamente servi-
cios de auxiliar adminis t ra t ivo
desde 1950 hasta la iniciación de
este procedimiento, es visto que su
pretensión a tomar parte de las
oposiciones (grupo restringido) es
conforme al ordenamiento legal,
que no exige que los servicios
prestados no tuviesen el carácter
de funcionario público de carrera,
ya que ello, como dice la sen-
tencia de 20 de febrero de 1969,
«constituiría una discriminación
en perjuicio de aquellos que per-
teneciendo al Cuerpo Subalterno
quisieran elevar su categoría por
estar comprendidos en el aparta-
do b) de aquella quinta disposi-
ción transitoria, con respecto a
los que, reuniendo únicamente
esta condición, no fuesen funcio-
narios permanentes y sí sólo even-
tuales»; distinción no autorizada
por la ley, que conduciría al ab-
surdo de preterir y eliminar a
quien, además de las condiciones
comunes del apartado b), tuviese
la de pertenecer ya a la Adminis-
tración como funcionario en pro-
piedad, por lo que procede estimar
el presente recurso, teniendo en
cuenta la doctrina ya sentada en
la sentencia citada.

ANTONIO DE JUAN ABAD
LUIS ENRIQUE DE LA VILLA GIL
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